
EL CANON 1.529:

PROBLEMAS QUE EN TORNO A EL SE PLANTEAN

SuMARio: I. Las obligaciones en el Derecho de Ia Iglesia.—II. BI canon 1529
en el "Codex Iuris Canonici".—III. El canon 1529, norma de remisión.—
!V. Límites a Ia :remisión.—V. Problemas de interpretación.—VI. "De
contractibus... et de solutionibus".—VII. El canon 1529 en el espaeio.—•
VIII. El canon 1529 y las normas procesales canónicas.—IX. Conclusiones.

No hemos elegido al azar el canon que examinaremos en el presente
estudio. Atraídos por los problemas que en torno a él se plantean, tratare-
mos de estudiar una norma jurídica cuya importancia difícilmente escapa
a Ia atención del estudioso.

El canon 1.529 forma parte del título del Codex Iuris Canonici que
regula jurídicamente los bienes temporales de Ia Iglesia. Características
pecualiares de esta norma son Ia amplitud de su campo de aplicación y el
fenómeno de Ia remisión al Derecho civil que lleva a cabo. Por otra par-
te, sólo una recta exégesis del canon que nos ocupa puede determinar exac-
tamente su ámbito de aplicación; de su interpretación depende Ia indivi-
dualización de 'las leyes civiles, que se deben aplicar en virtud de Ia re-
misión que esta norma opera.

No es necesario indicar que, como fácilmente se advierte a Io largo.
de este artículo, no pretendemos hacer una exposición exhaustiva del tema.
Estudiaremos algunos problemas íntimamente relacionados con este canon
y que destacan, a nuestro juicio, por su especial interés.

I. Las obligaciones en el Derecho de Ia Iglesia

i) La diferencia entre derechos reales y de crédito no estriba en su
objeto; Ia misma cosa puede constituir tanto el objeto de un derecho real
como Ia prestación en uno de crédito. En 'las relaciones entre el titular del
derecho y otros sujetos es donde tradicionalmente se vienen señalando las
diferencias entre una y otra clase de derechos. A cada derecho se contra-
ponen siempre deberes; para que una persona pueda gozar de un derecho
es preciso que una o varias en cierto modo se perjudiquen. Estos deberes,
que Ia existencia de un derecho ajeno impone, son, si se trata de un dere-
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cho real, tan vagos, que no es necesaria, generalmente (i), para su dis-
frute, "otra colaboración que Ia tranquila indiferencia de los demás hom-
bres" (2); para el goce de un derecho de crédito es necesaria, en cambio,
una determinada conducta, positiva o negativa, de una o más personas.
Pero en los derechos de crédito, como en todo derecho subjetivo, juega el
objeto un papel central ; si Ia prestación no se concretara en un objeto de
derecho o en otro derecho, el deudor vendría equiparado a una cosa, como
ocurría con el nexum del Derecho romano arcaico.

Ya en las definiciones de los jurisconsultos romanos se alude a Ia pres-
tación como elemento de Ia obligación. En Ia que nos o-frecen las Ins-
tituciones (3) se hace mención expresa de Ia cosa : aliciiius solvendcte rei.

En Ia de PAUi.o (4), dirigida especialmente a poner de relieve las dife-
rencias entre derechos reales y de crédito, según el valor que estos térmi-
nos tienen en Ia actual terminología jurídica, se alude también a un algo,
que constituye el objeto de Ia conducta del deudor: "ad danduni aliquid
vel faciendum vel praestandum".

Según Ia opinión dominante, Ia prestación debe ser un objeto estima-
ble económicamente (5). No se quiere decir con esto, sin embargo, que de-
ba existir necesariamente en el deudor un interés económico, ya que el De-
recho tutela 'los más altos ideales.

2) De estas consideraciones se desprende Ia utilidad de examinar
brevemente los elementos personal y real en las obligaciones.

En virtud de estos dos elementos : personas y cosas, veremos cómo es-
tas relaciones jurídicas pueden tener, y de hecho tienen, a pesar de su ca-
rácter temporal, una relevancia jurídica en el ordenamiento canónico.

o) El canon 120 del Codex Iuris Canonici recoge el secular principio,
vigente en el Derecho eclesiástico, denominado "privilegium fori", en vir-
tud del cual: "clerici in omnibus causis s5ve contentiosis sive criminnlibus
apud iudicem ecclesiasticum conveniri debent". Los cánones 614 y 68o ex-

(1) Decimos "g-cncralmcntc'', porque las servidumbres han sido consideradas tradiclonal-
rnente como derechos reale.s, y sin embarco, el arorismo áe los romanistas "servitus In fa-
ciendo consistere nequit", no es absolutamente válido. Piénsese cn Ia servidumbre honoris {e-
-"ndl. Crr. AnANGio-Ru!7.: Istituzioni di Diritto romano (9.a ert.), p. 236.

(2) AKMS HAMOS: fíerecho romano, vol. II, p. 4.
(3) Obllgatlo est iurls vlnciiliim quo necessitate adstr ingimur aliculus solvendae rei, se-

i-".ndiim nostrae clvltalIs iura" (Inst. 3, 13 pr.).
(4) Obllgatlonum substantia non in eo consistit ut alIquod corpus nostrum aut servitutem

imtrarn raciat, sed ut aliiid nobis obstrlng-at ad dandurn aliqukl vol faciendum vcl praestandum"
(D. 44, 7, 3).

(5) crr. ALBBRTARio: La pcmntefitá dell'interesse nelle obbUqazioni, en "Foro It.", 193«,
IV, cc. 209 y ss.; PACCHIONI: La pecuniarita dell'interasse nclU obl>liga:ioni, en "App. al Sa-
i i y n l , obbl.", voL II, pp. 307 y ss.
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tienden este privilegio a los religiosos y a los miembros de las Sociedades
de vida común sin votos. Este principio viene a su vez recogido por el ca-
non 1.553, en cuyo parágrafo primero se establece: "Ecclesia iure proprio
et exclusivo cognoscit: ... 3° de omnibus causis sive contentiosis sive cri-
minalibus quae respiciunt personas privilegio fori gaudentes ad normani
canm. 120, 614, 68o".

Por otra parte, es común sentir de Ia doctrina que Io que en estos cáí-
nones se dice respecto de las personas físicas atañe también a las personas
moraíes.

A este respecto, RoBERTi escribe: "Cum persona moralis non sit nisi
fictio, et re non existat nisi physicae personae, censemus eas personas mo-
rales privilegio fori gaudere, quae suponunt personas physicas privilegia-
tas... similiter privilegiatas censemus personas iuridicas non colegiales qua-
rum bona vel iura personis privilegiatis destinantur e. gr. dioecesis, paroe-
ciae, beneficia, seminaria..." (6).

De todo cuanto hemos venido exponiendo se desprende claramente Ia
competencia de Ia Iglesia en materia de obligaciones. Los clérigos, las reli-
giones, etc., pueden contraer obligaciones, y Ia vía ordinaria para exigir
su cumplimiento, por vía procesal, es el llevarlo ante los tribunales de Ia
Iglesia, en los que se aplica el Derecho canónico. Decimos vía ordinaria,
porque, a tenor de los parágrafos 2° y 3.° del canon 120, puede a veces de-
clinar Ia Iglesia su competencia basada en el ejercicio del "privilegiurn
fori" en favor de los tribunales laicos, pero esta excepción no excluye en
modo alguno su competencia en materia de obligaciones, y de hecho los
tribunales eclesiásticos someten a su dictamen pleitos sobre esta materia
en virtud del "privilegium fori"

b) En el ordenamiento estatal coinciden los conceptos de cosa y de
objeto de derecho. Se ha definido Ia cosa como un ente capaz de ser ob-
jeto de derecho, y, por Io tanto, una parte del mundo apta a ser sometida
al poder de una persona y) producir una utilidad económica (7). Y de tal
manera esto es cierto, que si una cosa no es apta para ser objeto de dere-
cho y, por Io tanto, apreciable económicamente, deja de ser cosa para efl
ordenamiento jurídico; cae íuera del ámbito del ius civile.

La Iglesia, en cambio, por Ia sublimidad de su fin, necesita de otros
medios que no pueden quedar limitados por Ia estrechez de este concepto.
"He aquí por qué—escribe GiMÉNEZ FERNÁNDEZ—el Derecho eclesiástico

(6) De Processions, Romae. 1928, vol. I, p. 89.
(7) RuGGiERO e MAROi: Istituzioni di Diritto prívalo, 8.« cd. MQano-Messina, vol. I, p. 49«.
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no ha podido aceptar el moderno concepto civilista de cosas, influido por
el economicismo ambiente y reducido a las materiales o évaluables en di-
nero. Y adaptando, en cambio, 1Ia terminología romanista, establece como
división básica de las cosas su distinción entre espirituales y temporales( a
Ia que ha añadido una tercera categoría, las cosas mixtas o temporales que,
en razón a su solemne dedicación, se espiritualizan, no obstante conservar
sus características externas de cosas temporales" (8).

Como indica este ilustre canonista, el concepto de "res" según Ia
terminología del Codcx no coincide con el concepto civil de cosa.

El canon 726 nos habla de "res" espirituales, temporales y mixtas co-
mo "totidem media... ad finem Ecclesiae consequendum". De los cánones
siguientes se desprende claramente cómo muchos de estos medios, que en-
tran dentro del concepto de "res", no pueden ser objeto de derecho, ya
que el legislador da una regulación jurídica a Ia doctrina de Ia simonía (9) ;
por consiguiente, muchas de las "res" canónicas no pueden quedar some-
tidas al poder de una persona ni son capaces de valoración económica. Y
es que Ia diversidad de fines de las dos Sociedades, Iglesia y Estado, hace
que en uno y otro Derecho no sólo sean diversas las cosas, sino también
el empleo de las mismas.

Por esto, si bien se ha hablado de bienes, de cuyo uso pueden surgir
conflictos de intereses (io), al referirse a los medios sobrenaturales usa-
dos por Ia Iglesia no se puede hablar de objetos de derecho. La "res" ca-
nónica considerada genéricamente, según Ia noción legal, no constituye un
objeto de derecho, sino un objeto de regulación jurídica; son medios para
Ia consecución del fin de Ia Iglesia, cuyo empleo regula el Derecho canó-
nico por medio de normas jurídicas, sin que estas normas atribuyan nece-
sariamente a las personas que se benefician del uso de estas cosas un po-
der de voluntad sobre ellas que constituya un verdadero derecho subjetivo.

Aplicando las consideraciones precedentes al problema que nos ocupa,
debemos concluir, ante todo, que solamente algunas de las "res" de las
que en el libro III del Código se trata son susceptibles de constituir el
objeto de una obligación. Son aqueUas "res" que coinciden con el concep-
to que en Derecho civil existe de "cosa", y, por consiguiente, son suscep-
tibles de estimación económica.

(8) La institución Matrimonial, 2.' ed., Madrid, 1947, p. 4.
(9) Cáns. 727 y ss.
(10) Contra Ia tesis de Cipnorri, que habla de bienes, utilidad e interós al rererirse a estos

medios sobrenaturales de que Ia iglesia usa (Lezioni di Diritto canonico. Padova, 1943, part. I,
cap. III), cfr. el articulo de AvALA: El Derecho canónico y Ia ídea de interés, en REV. Esp. Dl
UEHECHO CANÓNICO, aflO 1 9 Í 8 , pp. 263 y SS.
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Es necesario tener en cuenta, para mejor comprender Ia función de Ia
"res" canónica, como objeto de derecho dentro del campo del Derecho
privado, el criterio del legislador al establecer el concepto legal de "cosa"
en el Código canónico. El Codex nos habla, como anteriormente indicába-
mos, de medios para conseguir el fin de Ia Iglesia. Este fin, aun cuando
redunde, como todo fin público, en el bien privado de los subditos, es el
fin de Ia colectividad como tal. Por consiguiente, las cosas de que se trata
en el libro III del Código no son todas aquellas que pueden ser objeto de
relaciones jurídicas privadas, que entran en el ámbito del Derecho canó-
nico, sino sólo aquellas que interesan directamente al fin público de Ia
Iglesia. Por tanto, relaciones obligacionales que se vinculan al Derecho ca-
nónico en razón de su elemento personal tendrán en muchos casos, como
objeto, cosas que no coincidan con el concepto canónico de "res" de que
se habla en el libro III del Código, y, sin embargo, por el Derecho civil
Tienen consideradas como cosas.

Competen exclusivamente al Derecho canónico, en razón de su objeto,
todas las relaciones obligacionales que versen sobre bienes eclesiásticos. Las
cosas temporales de que habla el canon 726 pueden estar vinculadas a Ia
Iglesia universal, a Ia Santa Sede o a otra persona moral eclesiástica (ca-
non 1.497, § 1X La Iglesia, por otra parte, tiene el derecho innato de ad-
quirir, retener y administrar estos bienes (can. 1.495, § *)> y> Por consi-
guiente, puede contraer obligaciones respecto de ellos o bien ser titular de
derechos de crédito.

3) Cuanto hasta aquí hemos expuesto nos recuerda Ia relevancia de
fes obligaciones en el Derecho de Ia Iglesia, como se puede observar, por
otra parte, con el simple examen de las normas procesales canónicas. El
libro IV del Código, en repetidas ocasiones, confirma Ia competencia de
Ia Iglesia en esta materia (ofr. cáns. 1.673, § : > l-^79 y ss-> r-684 y ss-. etc-)-

Una vez dicho cuanto antecede, pasamos a examinar Ia que pudiéramos
llamar norma substantiva fundamental del Derecho canónico en esta ma-
teria.

II. El canon 1.529 en el "Codex Iuris Canonici"

i) El título 29 del libro III del Código lleva como rúbrica: "De con-
tractibus", materia que viene regulada por los cánones comprendidos entre
el 1.529 y el 1.543. Y este título viene incluido en Ia sexta parte del libro ITI
y que lleva por título el de "De bonis Ecclesiae temporalibus". No solamen-
te su contenido, sino también Ia colocación que Ie ha sido dada dentro del
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Código, hace suponer que en él vienen regulados únicamente los contratos
cuyo objeto sean bienes eclesiásticos; pero un examen más detenido del
mismo hace que sea descartada semejante afirmación, ya que no todos los
cánones en él contenidos tienen un carácter tan concreto.

Dos cánones, el 1.529 y el 1.543, parecen no estar colocados con ab-
soluto rigor lógico, si se tiene en cuenta Ia rúbrica de Ia sexta parte deJ
libro III. El primero establece el principio general que orienta toda Ia le-
gislación de Ia Iglesia en materia de contratos ; el segundo, en cambio, tra-
ta de! contrato de mutuo y establece principios generales sobre el problema,
discutidísimo durante siglos, de Ia licitud de este contrato.

2) El legislador, en Ia redacción del canon 1.529, se expresa de Ia
siguiente manera: "Quae ius civile in territorio statuit de contractibus
tam in genere, quam in specie, sive nominatis sive innominatis, et de so-
lutionibus, eadem iure canónico in materia ecclesiastica iisdem cum effecti-
bus serventur, nisi iuri divino contraria sint aut aliud iure canónico ca-
veatur".

Dei texto claramente se desprende que el legislador eclesiástico no re-
duce el ámbito de aplicación de esta norma canóriica a los contratos cuyo
objeto sean bienes eclesiásticos (ii) . Por el contrario, se trata de una nor-
ma de más amplio contenido, a saber : eodcm iure canonico in materia eccle-
siastica. Es Io que el Derecho canónico, sin circunscribirse a unos deter-
minados puntos, dispone sobre todos los casos dc contractibus... et de
solutionibus que caigan bajo Ia competencia de Ia Iglesia, sin más limitacio-
nes que las que en el texto del canon se expresan. En este sentido ha sido
aplicado repetidas veces el canon por el Tribunal de Ia Sagrada Romana
Rota.

En una causa coram Jullien se lee: "Causa ista, quae versatur circa
pecuniae mutuae solutionem est ratione privilegií fori quo pars utraque
gaudet, ab ecclesiasticis Tribunalibus iudicanda, sed, eius obiecto attento,
definiri debet secunduni ius italicum, ad normam canonis 1.529 Cod. I. C." ;
y en otra Tolosana : "Controversia ista versatur circa declarandum contrac-
tum initum in Gallia inter mulierem laicam et sacerdotem qui reus con-
ventus fuit. Causa igitur exigenda est ad norman eorum quae ius civile
gallicum de contractibus statuit, servatis vero... (cfr. can. 1.529)". La
competencia del Tribunal eclesiástico se determina también en esta última
causa por el privilcgium fori de que goza el sacerdote, "qui reus conven-

(11) Contra: BEYEHSBEBOEN: Canon t5t9 en sclicnking<'n ad jiiatt causas, cn "Nederlan<te-
che Kalholleke Stemmcn", 22 (1922), ?Of> y ss.; y DE I,uCA: La Tmnxasionc nel Diritto canonico,
Huma, 1942, p. 231.
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tus fuit", ya que el objeto del contrato no son bienes eclesiásticos; setra-
ta de unas donaciones hechas por el actor en favor del sacerdote, como
persona privada (12).

3) El legislador indica en este canon las materias que dispone que
permanezcan sometidas a su ámbito de aplicación, empleando estos térmi-
nos, cuyo sentido estudiaremos más adelante: "de contractibus tam in ge-
nere quam in specie sive nominatis, sive innominatis, et de solutionibus".
Pero no se dan expresamente normas canónicas que regulen jurídicamente
estas materias. Manifiesta, en cambio, su voluntad de que sean las normas
del Derecho civil del lugar las que se apliquen: "Quae ius civile in territo-
rio statuit... eadem iure canónico in materia ecclesiastica iisdem cum effec-
tibus serventur, nisi iure divino contraria sint aut aliud iure canónico ca-
veatur".

III. El canon 1.529, norma de remisión

i) El ámbito territorial del Derecho de Ia Iglesia contrasta y coin-
cide al mismo tiempo con el Derecho estatal. La misión católica de Ia Igle-
sia (13) determina Ia universalidad de su ordenamiento jurídico. Por el
contrario, el Derecho de los diversos estados se ve limitado, en cuanto a
su aplicación territorial, por las fronteras de los mismos. Por otra parte,
los fieles, en un determinado país, se encuentran con que son subditos, a
Ia vez, de Ia Iglesia y del Estado, originándose de esta forma una coinci-
dencia de potestades, cuyos subditos se identifican en las mismas personas.
La diversidad de fines de una y otra sociedad garantiza Ia armonía que
debe existir entre ambas.

La independencia de Ia Iglesia con relación al Estado no implica un
desconocimiento reciproco. El legislador debe conocer las circunstancias
en que se mueve el sujeto pasivo de Ia ley; cuando estas circunstaíncias
tienen un carácter necesario, el deber se convierte en un imperativo.

De aqui que las normas jurídicas que uno y otro legislador crean estén
íntimamente relacionadas y ejerzan una influencia recíproca. El Code.r
Iuris Canonici se refiere repetidas veces a Ia legislación estatal, y esta re-
terencia versa sobre cosas de Ia más dispar naturaleza, cuyo estudio nos
llevaría a términos que caen fuera del ámbito en el que se ha de des-
arrollar nuestro trabajo (14!.

(12) Sentencias de 10-XII-1932 "coram Jullien" y Tolosana de 5-VII-1927.
(13) Matt. XXVIlI, Ii); Marc. XVI, 15; Luc. XXIV, 47.
(14) Para un examen de ^stas reterenclas, cfr.: Cirnom: Coniribnto alla teoría dell/i »;.-

nontzzacione delle leggi civili, ROma, 1941; c/ I, § 2; y BEU.im, Itccí'ptio iurís tívilis in
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Pero, otras veces, el Codex no sólo se refiere a Ia legislación estatal;
sino que Ie da validez dentro del ordenamiento canónico. En los cánones
1.509 y i.o8o vemos cómo el legislador hace depender del Derecho del Es-
tado Ia existencia y circunstancias de un impedimento matrimonial. Fe-
nómeno semejante encontramos repetidamente en el Codex, y un típico
ejemplo es el canon 1.529.

2) Se trata de una de las llamadas normas de remisión. Estas nor-
mas, que tienen especial interés en el campó del Derecho internacional pri-
vado, se caracterizan porque, en vez de regular directamente una relación
jurídica o una categoría de éstas, determinan que esta relación o grupo
de relaciones queden reguladas mediante una norma que pertenece a un
ordenamiento jurídico diverso de aquel al que Ia norma de remisión per-
tenece.

Los internacionalistas han dedicado siempre atención a este fenóme-
no, estudiándolo desde el punto de vista de su ciencia, pero también se ha
observado el fenómeno al estudiar las relaciones del Derecho interno con
el internacional, y, Io que nos interesa especialmente, en las relaciones del
Derecho del Estado con el de Ia Iglesia; y es que más que un fenómeno
del Derecho internacional, del canónico, del eclesiástico o de cualquier otra
rama de Ia ciencia jurídica, se refiere directamente a Ia norma.

Ei reenvío, como observa PiccARDi (15), es una actitud que puede
asumir cualquier norma jurídica, sea cual fuere el ordenamiento a que
ésta pertenece. Es, por consiguiente, un problema que, como Ia norma ju-
rídica en sí, debe ser tratado en una teoría general del Derecho.

Aunque sean muchos los puntos de contacto que existen entre las nor-
mas de remisión que el Codcx Iuris Canonici opera y los análogos fenó-
menos que se observan en el Derecho internacional, no se trata de dos
fenómenos absolutamente semejantes. Recientemente, BELLiNi (i6) ha Ik-
mado Ia atención sobre las diferencias que median entre uno y otro. Para el
citado autor existe un algo común de capital importancia : " Satis vero sit
notare has normas codicis, ita ut normas iuris internationalis privati, eff i -
cere ut m iure canonico recipiantur normae alienis iuris, ita ut mutatio-
nes in iure originario siniilem mutationem in iure recipiente signant.

In hac similitudine natura receptionis in iure canonico et normae iuris

CCidice /un's Canonici respectu rati<>nnm luris in/ernalionalís prlvatt, en "Ep>homerldes I. C."
(t947), pp. 123 y SS.

(15) La plurat{to degli ordinamenti tjiurídici e il concetto dl rtni-in, en "Scritti In onor«
Cl Bantl Romano", Padova, 1940, vol. I, p. 251.

(16) Ob. cit . , pp. 130 y SS.
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internationalis privati congruunt". Pero junto a estas características co-
munes, y ésta es Ia tesis fundamental de su artículo, BsLLiNi señala una
serie de diferencias que dan un carácter peculiar a Ia recepción canónica
con relación a las que se observan en el campo del Derecho internacional.
Estas diferencias estriban 'fundamentalmente, según el citado autor, en el
objeto y en Ia función que las normas recibidas desempeñan en el orde-
namiento receptor.

Una razóri de brevedad y sistema nos impide, sin embargo, dedicar
más atención a este problema de las relaciones que con las normas de
Derecho internacional tienen los cánones canonizantes. Nos 'limitaremos,
por consiguiente, a apuntar brevísimas consideraciones sobre las caracte-
rísticas más generales de las normas de remisión que se encuentran en el
Derecho canónico vigente (17).

3) El legislador canónico no reconoce competencia al Estado en las
materias que Ie pertenecen, sino que usa de su poder legislatiro para dis-
poner sobre un punto, de Ia misma manera que hace el legislador civil.

(17) Uno de los problemas que más han preocupado a los autores que reMentemente han
estudiado el fenómeno de las remisiones a Ia ley civil que el C. I. C. opcrn, es el rjue1 se plantea
te doctrina al querer incluir estos fenómenos en una rte las dos clases de reenvío que vienen dis-
tinguiendo los intemacionalistas: reenvío material y formal.

Esta distinción, defendida especialmente por ZiTELMANN y TniEpEL, lia sufrido el severo
fixamen de Ia doctrina posterior, especialmente Ia italiana, que ha dedicado al proWema In-
teresantes trabajos. El vleJo concepto de reenvío formal ha sldo superado por los interna-
e'onalistas modernos, y Ia distinción ha perdido su precisión primera en el Ir y venir de Ut
polémica.

Para determnar sl estas normas de remisión, que en el C. I. C. encontramos, y concre-
tamente el canon l.529, se J>uede acercar a una y otra clase de reenvío, serta necesario
llevar a cabo una revisión critica de las exposiciones que, en torno a Ia distinción «ntre
*eenvIo material y formal, han llevado a cabo los Intemacionalistas, y esta labor nos lle-
vjrla muy lejos de nuestro propósito. Un examen de Ia doctrina de los autores que han afron-
indo este problema pone de rel'.eve su dificultad. CipRorn se apoya en los conceptos tradi-
cionales y lleg-ará a Ia conclusión de que las normas "canonizantes" del C. I. C. operan un
reenvío formal (ob. clt., pp. 36 y ss).; en Idéntico sentido: CA8SOiA (La recezione del Dtrttto
>Ml* nell Dírttto canónico, Tortona, 1941, p 43). FuENMAYOR (La recepción del Derecho de
obligaciones y de contratos operada por el "Codex luris Canonici", en REV. Esp. DE DERECHO
CANómco, 1949, pp. 267 y ss.); en cambio, siguiendo Ia Ilnea doctrinal de SANn ROMANO, con-
sidera las remisiones que hace el legislador canónico como casos de reenvío formal.

En torno a Ia distinción entre reenvío material y formal, cfr.: ZiTEUwANN: Internationales
PrivatrecM, I. Leipzig, 1897, p. 200; TmEPEL: Volkrecht und Landesrecht, Leipzig, 1899, p. 158;
OtUBARDiNi: La comunità internazionale e il suo diritto, en "Rivista dl Diritto Internazionale",
1919, p. 9; BALLADORE: Il concetto di rinvio formale e U problema del Dtrttto internazionale pri-
valo, en "Rivista dl Diritto Civile", 1P29, pp. 435 y ss.; SANTi RoMANO: Diruto costituzionale,
Padova, 1940, pp. ¿67-269; PiccAnni: 1. cit.; BiscoTTiNi: Osservazioni sulta funzione deUe
norme dl Diritto internazionale privato, en "Ius", II, 1941, pp. 445-446; SPERDUTI: Primi W-1

neammti di una teoria, degli alti di normazione continuativa, en "Rivista dl Diritto In'terJna-
zlonale", 1941; PERACCi: Lezioni dl Diritto internaziona,le, Padova, 1950, vol. II, pp. 52 y ss.

Sobre Ia aplloaclón de esta dlstlnclón a las normas canonizantes, adem4s de los citados,
cfr.: DE LuccA: Rilevanza deU'ordtnamento canonico nel Diritto italiano, Padova, 1943, p. 147;
JMiOLO: 11 valore del Diritto detta Chiesa nell'ordinamento giuridico italiano, en "Archlvto
Giuridico", 1923, pp. 25 y ss.; FALCO: Introduzione allo studio del C. I. C., TOrlno, 1925, p. B91;
BFBTOLA: Diritto canonico, en "Il Nuovo Digesto Italiano", IV, p. 191; ZANNOBim: Corso Ot
Diruto ecclesiastico, Plsa, 1936, pp. 55 y ss; DEL GiUDicE: Il Diritto dello Stato nell'ordina-
mento canonico, en "Archivio Giuridico", 1524; D'ANGELO: De canonizatione In C. I. C., en
"Apolllnaris", 1928, pp. Î89 y ss., etc.
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Como aceitadamente apunta CipROTTi (i8), el legislador canònico po-
día haber usado otras fórmulas : repetir Ia legislación civil sobre una de-
terminada materia dentro de sus propias leyes, o bien Ia de todos los Es-
tados, legislando para cada uno de ellos. No es necesario insistir sobre í'a
incomodidad de estos procedimientos, pues no sólo originarían un cúmu-
lo inacabable de leyes, sino que también sería preciso modificar Ia legis-
lación canónica cada vez que el Derecho de alguno de los Estados se mo-
dificase. La economía jurídica exigía utilizar el procedimiento de remi-
sión, que incorpora válidamente al ordenamiento canónico una o varias
de las instituciones del Derecho civil.

Estas normas se caracterizan por su extraordinaria flexibilidad. La
Iglesia católica ejerce su jurisdicción sobre las mismas personas que for-
man parte de los diversos Estados, a cuyas legislaciones se encuentran
sometidas. Este hecho imprime una fisonomía especial a los ciudadanos de
cada uno de los Estados, como una lógica consecuencia de Ia acción efi-
caz del Derecho. La Iglesia, al legislar para sus miembros sobre puntos
que se relacionan más estrechamente con el Derecho civil, no olvida esta
fisonomía propia, y por medio de estas normas se adapta perfectamente
a Ia situación de los ciudadanos en que se hallan quienes están sometidos
al Derecho canónico (19).

Este procedimiento es el que utiliza el legislador cuando procede a Ia
regulación jurídica de contractibus et solntioiiibus. No es necesario lla-
mar Ia atención sobre Ia oportunidad de este procedimiento en el caso del
•canon 1.529. La Iglesia, generalmente, no dió leyes para regular estos ne-
gocios juridicos, de carácter exclusivamente temporal ; y en Ia actual le-
gislación apenas si trata, como anteriormente hicimos notar, de los con-
tratos que tienen como objeto los bienes eclesiásticos.

En el "ius vetus" este hecho no originaba ninguna lagtma jurídica,
puesto que el Derecho romano común fué adoptado por Ia Iglesia como
derecho supletorio (20). Hoy, sin embargo, no desempeña Ia ley romana
su primitiva función ; por consiguiente, podían surgir graves conflictos
cuando los Tribunales eclesiásticos, aplicando el Derecho elaborado por
Ia Iglesia, conocían causas sobre obligaciones que en virtud del privilegiwm
fori—e. gr.—competían exclusivamente a Ia Iglesia, pero que por ser el
objeto de Ia obligación un bien ajeno a Ia Iglesia, y por ser el sujeto ^e

(18) Ob. clt., p. 28.
(19) Crr. VisSER: De salennM<ilH>ns piarum volmitatum in /i/re canonico, en "Apolllna-

rl3", 1947, p. 129, b).
(50) FUENMAYOn: Ob. Ci t . , pp. M3 J' 33.
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Ia obligación, si bien clérigo, una persona privada, nacieron en virtud de
un hecho jurídico al que el Derecho civil otorga el carácter de fuente de
obligaciones.

El procedimiento de Ia remisión evita cualquier conflicto; Ia Iglesia
tiene sus propias leyes, ya que las leyes civiles solamente vigen en virtud
de Ia voluntad del legislador eclesiástico, y al mismo tiempo existe una
armonia perfecta entre el Derecho canónico y el civil.

4) Las normas que regulan este amplio sector del Derecho de Ia Igle-
sia proceden, pues, materialmente, del legislador civil; por él han sido ela-
boradas, aun cuando solamente las creara para regular asuntos de su com-
petencia. Es más : estas normas, algunas veces, ni siquiera procederán ma-
terialmente del legislador civil ; su origen puede ser otra fuente del Estado.
Son normas en las que el legislador estatal interviene formalmente por me-
dio de una regla jurídica que tendrá muchos puntos de contacto con Ia que
ahora estudiamos. Piénsese, por ejemplo, en el artículo 6 del Código civil
español, en virtud del cual las costumbres del lugar son fuente supletoria
de Derecho. Una costumbre sobre esta materia puede llegar a tener vida
no sólo sin que Ia cree el legislador, sino con su más completa ignorancia ;
y, sin embargo, llegará a constituir Derecho positivo en virtud de Ia crea-
ción íormal del legislador, a través del citado artículo, y, finahnente, De-
recho positivo-canónico en virtud del canon 1.529.

Además, el legislador eclesiástico introduce mediante esta norma en el
ordenamiento canónico, no el Derecho civil en el momento de Ia promul-
gación del Código, sino el que tenga vigencia en el momento de su apli-
cación. Por esto se podría afirmar que en virtud de esta norma en bknco
se da posibilidad al legislador civil para introducir en el Derecho canó-
nico normas a su capricho. Pero hemos de tener en cuenta :

a) Que el legislador civil, para conseguir que esas normas gocen de
validez en el ordenamiento canónico, tiene que legislar para sus subditos, y
sóio en ese caso el legislador de Ia Iglesia remite a estas leyes, con Io cuaJ
se consigue aquella adaptación perfecta entre el Derecho civil y el canóni-
co que precisamente se pretende.

b) Que estas normas sólo tendrán validez en el Derecho canónico, en
tanto en cuanto no sean un elemento perturbador del orden jurídico de Ia
Iglesia. Para conseguir este espíritu canónico y evitar interferencias con
las normas canónicas, el legislador pone a Ia remisión las limitaciones, que
se expresan con Ia palabra nisi y que más adelante examinaremos.
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5) Resumiendo Io anteriormente dicho, Ia legisla<non de Ia Iglesia
de contractibus et solutionibus tiene, en líneas generales, las siguientes ca-
racterísticas :

o) Sólo el legislador canónico es competente para crear derecho efi-
caz en esta materia, y solamente él puede dar eficacia jurídica a estas nor-
mas en el ordenamiento de Ia Iglesia ;

fc) se regulan por el canon 1.529. En él se significa, por medio de
una fórmula muy amplia, Ia voluntad del legislador de que sean aplicadas
ks leyes del Derecho civil del territorio como normas de Derecho de Ia
Iglesia ;

c) estas normas, a su vez, son perfectamente jurídicas en los siste-
mas de que forman parte (21). Elaboradas para regular estas materias en
los casos que están sometidos a Ia competencia del Estado, no tienen valor
per se en el ordenamiento canónico ;

d) estas normas sólo forman parte del Derecho canónico en cuanto
existe Ia norma de remisión; de tal manera, que si el legislador canónico
reformara este canon y dejase de manifestar su voluntad de que se apli-
que eI Derecho del Estado, las normas canonizadas no tendrían ningún
valor en el ordenamiento canónico. Pero en virtud de Ia norma de remi-
sión tienen pleno valor y no se trata de Derecho supletorio, sino de nor-
mas que se deben aplicar de modo ordinario.

6) No podemos dejar de referirnos, sin embargo, siquiera brevemen-
te, a un problema doctrinal y casi puramente terminológico, íntimamente
relacionado con el carácter de norma de remisión de nuestro canon : el lla-
mado problema de Ia canonización de Ia ley civil.

CiPROTTi, en su monografía antes citada, estudia bajo el título de ca-
nonización este fenómeno que observamos en el Código, poniendo el ca-
non 1.529 como prototipo de norma canonizante (22).

Muchos comentaristas consideran también norma canonizante Ia de
aquel canon (23) ; pero el problema adquiere un aspecto más complejo
cuando observamos que este término carece de un significado uniforme en
Ia doctrina. Para MAROTo (24) existe canonisatio, según Ia terminología
del Derecho antiguo, en los casos en que Ia Iglesia aprueba y confirma
leyes dadas por el Estado, a pesar de su incompetencia, sobre materias ecle-

(L'1) crr. DE LucA: ol). cil . , p. asr>.
(22) CipnoTTi: ob. cit., cap. 11.
(23) D'ANGKW): op. clt.; PisToscOHi: De lionis Ecclcsiac temporalthns, Torino, 1932, p. 375;

CAPPELLO: SumnuK Inris Canonici, noma, 1036, vol. III, p. 4fi; ConoNATA: ne Rebus, Torino,
1939, pp. 480 y ss.; VnoMANT: Dc bniiix KcclMiar temporalìhiiK, I.ovanli, 1934, p. 293, etc.

(S<i) InstiluHones, vol. I, pp. 43P y ss., Malrl l i , 1919.
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siásticas. Estas normas, inválidas en sí, puesto que proceden de un kgis-
lador incompetente, adquieren fuerza de ley por Ia aprobación de Ia Igle-
sia. Por el contrario, VAN HovE escribe: "Canonizatae sunt ab Ecclesia
plures leges civiles interdum statuendo ílla quae _ lex civilis statuerat in
rebus temporalibus, applicanda esse in materiis ecclesiasticis" (25).

Desde un punto de vista doctrinal análogo al de MAROTO, ha concluido
DEL GiUDiCE que las normas canonizadas no tendrían valor ni aun en su
propio ordenamiento, ya que, según Ia tradicional doctrina de los canonis-
tas, las normas jurídicas emanadas de Ia potestad civil sobre asuntos de
competencia eclesiástica son inválidas, aun in foro civili (26).

Concretando: el problema de Ia canonisatio, el valor que este térmir.o
ha tenido para designar fenómenos de diversas épocas, merecería un in-
teresantísimo estudio, que cae íuera de nuestro propósito. Si es, pues, el
canon 1.529 una norma canonizante, depende de Ia adopción de una u otra
terminología. Lo que es cierto es que estas normas civiles a que Ia Iglesia
remite para legisiar de contractibus et solutionibus no son inválidas en
su propio ordenamiento, porque tanto Ia Iglesia como el Estado son com-
petentes en esta materia. Y es que aquello que determina Ia competencia
de Ia Iglesia o del Estado en este punto son las personas o las cosas que
intervengan en estas relaciones jurídicas y no las instituciones mismas, abs-
tractamente consideradas. Lo mismo podemos decir respecto de las figuras
procesales (transacción, canon 1.926, y compromiso arbitral, canon 1.930)
en las que también se remite para su aplicación a las leyes del Estado, ya
que Io que determina Ia competencia de Ia Iglesia o del Estado son las
causas y no estas instituciones. Diverso es el problema que plantea Ia
canonización en los cánones que regulan el impedimento de cognición le-
gal. Para CASSOLA (27), las normas, en este caso canonizadas, son inváli-
das. CiPROTTi (28), en cambio, recuerda que el Estado es competente res-
pecto al matrimonio entfe acatólicos.

IV. Límites a Ia remisión

En virtud de este canon se aplican las normas del Derecho civil, nisi
iure divino contrariae sint aut aliud iure canónico caveatur. Dos limita*-
ciones pone el legislador a Ia generalísima norma de remisión que esta-
blece: el Derecho divino y el canónico.

(25) Prolegomena, MecMinlae-Roinae, 1928, p. 81.
(26) L. clt.
(27) Ob. clt., p. 63.
(28) Ob. clt., p. 33.
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i) El Dcrecho divino.—CipROTTi (29) reconoce al Derecho divins
dos funciones fundamentales en el ordenamiento canónico. Una función
positiva, en cuanto determina el contenido de normas canónicas que son
Ia reproducción o determinación del Derecho divino. Tiene una función
negativa, en cambio, cuando constituye un límite a Ia producción del De-
recho, ya que carecen de valor jurídico las normas que estén en contraste
con éí, como no Io tienen los mandatos de un inferior que están en con-
tradicción con los de su superior.

La limitación que en este canon se expresa es una declaración de esta
segunda función que el Derecho divino desempeña en el ordenamiento
canónico. En efecto, en virtud de Ia norma de remisión, pasan a formar
parte del Derecho canónico una serie de normas civiles que, si fueran
opuestas al Derecho divino, constituirían un elemento perturbador del or-
den jurídico de Ia Iglesia. El legislador salva este posible escollo con Ia
oportunísima limitación de que venimos tratando.

La doctrina de los canonistas distingue dentro del Derecho divino dos
categorías : el Derecho divino positivo, cuyas normas están enunciadas
implícitamente en las fuentes de Ia Revelación, y el Derecho natural, que,
con palabras del Pontífice León XII, lex illa immutabilis ac sempiterna,
quam hominum animis Deus insculpsit, et naturalis iustitia mérito appel-
latur (30), y cuyos preceptos obligan, según Ia doctrina de SANTO ToMÁs,
secundum regutom rationis (31).

Cuando el legislador habla en este canon de normas de Derecho divino,
entiende no sólo el divino-positivo, sino también el natural. "Sicut ius di-
vinuni positivum—dice VAN HovE—ita ius divinum naturale vi^et in
Ecclesia, quin ab ea proponatur et semper indolem propwam retinct. Con-
tra illud praevalere non potest ius humanum" (32).

La oposición de las leyes civiles al Derecho divino puede revestir las
más diversas características. Algunos autores señalan casos concretos de
posible oposición, que aquí no creemos sea del caso examinar (33).

La oposición de una norma concreta al Derecho divino no lleva con-
sigo, sin embargo, Ia imposibilidad de remisión a todas las normas dc! or-
denamiento positivo del que ésta forma parte. Las normas civiles a que el

(29) Ob. clt., pp. 86 y 'S.
(30) Mag:num qulddam, 21-VI-i825, § i
f31) I-llae q. 9«, a. 5.
(32) Ob. Clt., p. 45.
(33) Un problema de actualidad dlg-no de destacarse es el de Ia llamada "cláusula aurea"

en los contratos; crr., entre otros, PÉNDOLA: De debílorum solutione mutato valore pecuníac,
en "Epaemerides I. 1C.", IV, pp. 55< y ss.; SALAZAR: De clausuta aurea in contractibus, en
RSV. EgP. DE DERECHO CANOMICO, 1950, pp. 1.197 y SS.
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legislador eclesiástico remite no son aplicables al Derecho canónico en el
caso en que se opongan al Derecho divino, pero pueden ser aplicadas en
todos los demás casos en que esta oposición no se dé (34).

2) El Derecho canónico.—El canon tampoco remite a las normas
de Derecho civil si aliud iure canónico caveatur. Nada más lógico que si el
legisiador canónico crea normas concretas sobre las materias que este ca-
non regula, sean éstas las que se apliquen y no las civiles que Ia nornia»^
genérica de remisión introduce. En el canon objeto de nuestro estudio se
diee que no se quiere establecer normas propias para Ia regulación de esta
materia y se prefiere Ia aplicación de aquellas del Derecho civil a las que
se otorga validez por medio de Ia remisión; sin embargo, si en algunoá
puntos concretos se prefiere dar normas propias, éstas, por Ia salvedad
del canon, prevalecen sobre las civiles.

El canon establece su ámbito de aplicación de un modo genérico, y para
determinarlo da dos puntos de referencia: uno positivo y otro negativo; a
saber, de contractibus et solutionibus y nisi aliud iure canónico caveatur^

No es intención del legislador decjr que el Derecho civil del territorio
será supletorio del canónico en esta materia, sino que las normas canóni-
cas aplicables al caso son aquellas propias del Derecho civil, siempre que
no se opongan al Derecho divino o al canónico.

La amplitud de esta norma depende de Ia valoración de las dos expre-
siones del legislador, tanto Ia positiva como Ia negativa. La primera será
más adelante objeto de especial consideración. Para Ia segunda, en cam-
bio, no es posible una determinación genérica, ya que las normas del Codex
sobre esta materia son de carácter concreto. Varios autores hacen Ia enu-
meración de los casos en que el Derecho canónico tiene prescripciones
particulares que limitan esta remisión (35). Nosotros, siguiendo Ia tónica
de nuestro estudio, nos limitamos a exponer los problemas doctrinales
que sobre este canon se plantean, sin detenernos a examinar casos de apli-
cación concreta.

V. Problemas de interpretación

Estudiamos una norma que, como decíamos anteriormente, incorpora
al Derecho canónico normas del Derecho del Estado. Es una norma canó-
nica que remite a otras normas que proceden de los ordenamientos jurí-

(Sl) CiPiuiTTi: Ob. cIt., p. 91.
(35) CTr. FuENMAYOR: 1. clt.; VHOMANT: 1. cit., pp. 29S y 83.; Idem: De ajAicaHone canonis

tSi9. en "Ius Pontiricium", 1930, pp. 120 y ss.-
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dicos estatales. Interesa determinar, por tanto, los criterios de interpreta-
ción que es necesario tener en cuenta para su aplicación práctica.

Cuando una norma jurídica está incorporada a un conjunto de éstas
que constituyen un todo orgánico, es necesario tener en cuenta para su
recta interpretación el resto de las normas que integran este conjunto.
Cuando el Codex Iuris Canonici habla de Ordinarius loci vel locorum,
debe determinarse el valor de esta expresión a tenor del canon 198 deÍ
mismo Codex. Ahora bien, en el canon que nos ocupa se hace una remi-
sión ai Derecho civil de cada territorio y sólo a una parte de éste; interesa
determinar los criterios de interpretación que se deben tener en cuenta
en este caso.

Esíe problema, que es común para todos los cánones que operan una
remisión, ya se Io planteó CiPROTTi (36), resolviéndolo conacierto. De una
parte, estas normas forman parte del Codex Inris Canonici y, por Io tan-
to, de acuerdo con él deben ser interpretadas. Así, cuando se plantea un
problema sobre el cual Ia Iglesia es competente, es necesario determinar, a
través del ordenamiento canónico, qué norma sea aplicable al caso, y una
vez determinada se debe aclarar su sentido, de acuerdo con Ia terminolo-
gía del cuerpo legal del cual forma parte. Si Ia aplicable es una norma dé
remisión, esta labor de interpretación presenta, sin embargo, un matiz di-
verso. •

La norma de remisión contrasta por Ia amplitud de Ia materia que
regula. Por medio de unos términos técnicos nos dice que respecto a una
determinada materia da val5dez canónica a Ia ley estatal. La interpretación
de eslos términos, que indican Ia materia de Ia remisión, ¿se debe efec-
tuar teniendo en cuenta los criterios interpretativos canónicos o los civi-
les? En general, en términos técnicos, que indican Ia materia que debe
ser regulada por las normas canonizadas, corresponderán a Ia terminolo-
gía jurídica general, pero pueden darse casos de conflicto. Unas veces no
se encontrarán nociones exactas en el ordenamiento canónico, como en el
caso de nuestro canon; otras, en cambio, como en el caso del compromiso
arbitral, el mismo Codex nos ofrecerá Ia noción de Ia figura jurídica,
cuya regulación permite a las normas del Derecho civil (cáns. 1.929 y
1.930). Pero,en uno y otro caso, es en el ordenamiento canónico donde
se debe encontrar el sentido de Ia norma. S ino tenemos una definición
del término, debemos determinar su sentido canónicamente, de acuerdo
con los criterios que los cánones 6 y 20 nos ofrecen.

(aO) Ub. cit., c. IA"; cfi'. también: Loóos: El "Utifrin" de los beneficiarios eclesifaUcot";
en REV. ESP. DE PEIiECHO CANÓNICO, 1950, p. 302.
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Una vez determinado el sentido de Ia norma canónica y las normas de-
Derecho estatal aplicables al caso, ha llegado el momento de usar fstas
normas con efectos canónicos e interpretarlas según su recto sentido, de
acuerdo con Ia terminología del cuerpo legal (civil) de que forman parte.

Según estos principios se debe interpretar Ia norma que nos ocupa.
El canon 1.529, y así procederemos en este trabajo, debe interpretarse de
acuerdo con Ia terminología del Codex y los principios interpretativos ca-
nónicos; peio una vez determinadas las materias que comprende, se debe
acudir a las normas de Derecho civil. Estas normas, en cambio, se inter-
pretarán según los principios interpretativos del Derecho civil respecti-
vo (37). Esta es Ia intención del legislador, como nos pone de relieve, por
analogía, el canon 1.813, § 2-

VI. "De contractibus... et de solutionibus"

i) Hasta aquí hemos examinado preferentemente el canon 1.529 en
su aspecto formal, es decir, su carácter de norma de remisión. Fasamos
seguidamente a tratar del contenido mismo de esta norma para determi-
nar las relaciones jurídicas que quedan reguladas por ella.

El legislador canónico, en virtud del canon 1.529, remite a las leyes
civiles del territorio. Pero difícilmente pueden ser identiíicadas estas nor-
mas, si ignoramos cuáles son las relaciones jurídicas que el legislador
quiere regular mediante este canon. Es, por consiguiente, imprescindible
interpretar rectamente los términos técnicos que determinan el ámbito de
aplicación de Ia norma canonizante. En el caso del canon que nos ocupa,
estos términos son los siguientes: "de contractibus tam in genere quam in
specie, sive nominatis sive innominatis, et de solutionibus".

La fórmula que el legislador ha adoptado adolece de innegables difi-
cultades interpretativas, que no han pasado por alto a Ia doctrina. VER-
MEERSCH-CREUSSEN sugieren Ia oportunidad de declaraciones auténticas,
que aclararán su sentido (38), y CASSOLA alude también a esta dificul-
tad interpretativa (39). Los autores posteriores al Código, en sus Co-
mentarios al texto del cuerpo legal canónico, apenas se enfrentan con estas
dificultades y generalmente dedican al comentario de este canon apenas
unas líneas, tan difíciles de entender como Ia fórmula legal misma.

(37) Cfr. DE LUCA: Ob. Cit., p. 235.
(38) Epítome Iuris CanonM, ed. 6, Mechlinlae-Homae, 1946, vol. ii, >p. 593,-
(3fl) "... fl vero volto del canon—escribe CASscuA—non c tuttavia ancora conosciuto (oïf-

clt.-, p. 101).
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Trataremos de determinar, con unas hrevcs consideraciones, el ámbito
de aplicación del canon que nos ocupa.

2) En torno al término "coníractiis" no encontramos ningún pro-
blema, máxime s¿ tenemos en cuenta los términos que siguen a aquella
palabra, completando su sentido, y que corresponden a Ia terminología
de Ia tradicional doctrina sobre el contrato: "tam in genere quam in spe-
cie, sive nominatis sive innominatis". Hasta aqui, el canon es claro, si
bien demasiado prolijo, como muy oportunamente ha indicado FuENMA-
YOR, cuando escribe: "Para expresar Io que nos dice bastaría aludir a los
contratos en general y en especial; pues resulta superflua Ia expresión
"nominados e innominados", que agrega" (40).

Más difícil es Ia interpretación del término solntiones, y poco precisas
Ias formulaciones quc sobre su sentido se encuentran en Ia doctrina de
los autoies (41). De acuerdo con Io que anteriormente indicábamos, sobre
'a interpretación de este canon, trataremos de determinar su sentido me-
diante criterios canónicos. Como el Código no nos ofrece una noción legal
de este concepto, estimamos de máxima utilidad recordar el sentido que
este termino tuvo para los jurisconsultos romanos y para los canonistas
clásicos.

Se lee en las Institutioncs: "Tollitur omnis obligatio solutione eius
quod debetur" (42). De este texto se desprende cómo en el Derecho jus-
tinianeo, que fué el que ejerció verdadero influjo sobre los canonistas, se
entendía por solutio el cumplimiento de una obligación. Por consiguiente,

(40) Ob. Cit., p. 274.
(41) Los comentaristas del Código dedican, on frenerai , unas linea? a Ia exégesls de

nuestro canon, y casl siempre son poco explícitos en nis exposiciones. Algunos entienden
por $olulto Ia prestación obllgac!onal en general. Cfr. CAPEU.O: op. y 1. cit.; MEESTER: /urts
canonici et Iuris civili compendium, vol. III, § I, p. 401; VERMEEnsCH-CREiissEN: op. y 1. cit., etc.
Otros, cn cainbio, parecen oplnar que el citado termino sólo comprende, en este canon, las
prestaciones que orlginan Ia extinción de las obligaciones contractuales. Cfr. PisToscHi: op. y
1 clt.; CASSOLA: op. clt., p. 101; BLAT: Commcntartum, Hb. III, BOmae, 1924, p. 611; Coccm:
Comntëntarium. de rebus, Torino, 1924, p. 411; SiPos: Enchiritlion I. C., Pecs, 1940, >p. 829t

Con más detenimiento estudia el problema P'ANOELO (op. cit.), que resume su sentencI»
en estas palabras: "iuxta stritlorem sensum, crgo in cit. can. 1.529, vox solutio acciplenda
est ut praestsilo eius quod in obligatkme est... Ergo, cum in ciin. 1.529 de contractibus Oßl
consequenter de quasi-contractibus) lam agat expresse legislator, mentio solutioniim restringi
débet ad praeststionem al) obllgalionc ex delicto (et quasi deliclo) dérivante; siciit et lato ¿al-
tem sensu, ad praestationem ab obllgallone et ad ornneni satlsfactionem". Acertada es, s!n duda,
Ia opinión do este auior, poro no llegamos a comprender e<l fundamento de Ia dist!ndon
que nace entre eI significado de los términos conlraclus y solutio. A nuestro parecer, no se
puede circunscribir ía significación de esle segundo término hasta el punto de afirmar que
"mentlo solutionum restringi debet ad praestationem ab obligatione ex del!cto (et quasl delicto)
derlw,ntc". El término sohiHo t iene, como más .impliamente indicamos en el texto, un sen-
tido general y se refiere a todas las obligaciones.

(42) Inst., 3, 1«.
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«n modo alguno podemos restringir su sentido al del término castellano
pago (43), que no indica sino uno de los varios modos, mediante los cua-
les el vínculo obligacional puede extinguirse. Más aún, ni siquiera pode-
mos reducir el -sentido de esta palabra a los casos en los que el deudor
cumpla con aquello a que, en virtud del vínculo, está obligado. Aun cuan-
do el vínculo se extinguiese en virtud de un acto jurídico, que no impli-
ca Ia aportación de Ia prestación obligacional; este hecho quedaría com-
prendido bajo Ia significación de Ia palabra solutio. En este sentido se
expresa claramente el siguiente texto de PAULO, recogido en el Digesto :
"Solutionis verbum pertinet ad omncm liberationem quoquo modo faC'
tam magísque ad sustantiam obligationis refertur quam ad nummorum so-
lutionem (44).

No es necesario advertir que cuando los textos justinianeos hablan de
obligaciones no se refieren exclusivamente a las contractuales. Ya Ia doc-
trina clásica señalaba dos fuentes de obligaciones, como nos pone GAYO
de reiieve con estas palabras : "... quarum sumnia divisio in duas species
diducitur : omnis enim obligatio vel ex contractu nascitur vel ex delic-
to" (45). La jurisprudencia bizantina configuró otras dos nuevas fuen-
tes: ei cuasi-contrato y el cuasi-delito (46).

Por consiguiente, en el Derecho justinianeo se entiende por solutio tm
acto jurídico que origina Ia extinción de una obligación.

Idéntico sentido tiene el término solutio en Ia doctrina de los canonis-
tas clásicos, que definen esta figura jurídica al comentar el título 23 del
libro III de las Decretales (De Solutionibus].

PiRHiNG (47) nos habla de solutionibus en sentido estricto y en sen-
tido lato: "Porto solutio dupliciter accipitur, vel generaliter et late pro
liberatione seu satisfactione quocumque modo facta vel specialiter et stric-
te pro naturali praestatione seu redditione eius quod debetur". El autor
especifica precisamente aquellos dos sentidos del término solutio a que
anteriormente aludíamos. Un sentido estricto, cuando el deudor presta
aquello que en virtud del vínculo tiene obligación de prestar; otro lato
y general, cuando aquél se desembaraza del vínculo obligacional, sea cual
fuere el fenómeno jurídico que Io desliga. Este sentido lato es el que re-

(43) Por pagos traduce el término solutionlbus ALONSO en Ia edición bllinpüe del Codlgo
Oe Derecho Canon!co, editada por Ia B. A.. C., 6.« ed., Madrid, 1949; cfr. can. 1.529.

(44) D. 46. 3, 54.
(45) GAYO: InstUuUoncs, III, 88.
(46) Irut., 3, 13, 2.
(47) /u« cononfcum, Dellnjae, 1676, voI. III, p. 247.
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coge BARBOSA cuando escribe : " Solutionis appellatione venit satisfactio
quocumque modo facta, per quam tollitur primaeva obligatio" (48).

El término solutio tiene en Ia doctrina de los clásicos el mismo sentido
que en Derecho romano tuvo. Significa, como dice REIFFENSXUEL, "om-
nem quocumque obligatione, sive per ultroiieam promissionem, sive or/i'o(
quovis modo contracta" (49).

3) Antepuestas las consideraciones que anteceden sobre el sentido tra-
dicional del término solutw, estudiaremos a continuación el valor de Ia ex-
presión legal "de contractibus... et de solutionibus" en el canon 1.529.

La redacción de este canon permite, a primera vista, dos interpreta-
ciones :

A) Una posible interpretación bien pudiera ser Ia siguiente: "Lo que
el Derecho civil del territorio dispone respecto de los contratos... y res-
pecto de Ia extinción de las obligaciones que de ellos nacen..."

En este sentido parece inclinarse PisToccHi cuando escribe : " Sensu
tamen canonis quanto de solutionibus sermo est, de quacumque legitima
extintione obligationum ex contractu agitur" (50).

Esta interpretación trae consigo, a nuestro juicio, serios inconvenien-
tes. Si el canon 1.529 se refiriese exclusivamente a las obligaciones con-
tractuales, existiría una amplia laguna en Ia legislación canónica vigente.
Anteriormente poníamos de relieve Ia relevancia jurídica que en el orde-
namiento canónico tienen las obligaciones aun extracontractuales, para las
que no encontraríamos en el actual sistema canónico una regulación nor-
mativa. Se podría pensar en Ia aplicación del Derecho civil, a tenor del
canon 20, pero esto no sería sino un modo extraordinario de salvar un
escollo que, a nuestro parecer, no existe.

Por otra parte, debemos tener presente que el legislador remite a las
leyes civiles in territorio, para Ia regulación jurídica tanto de los contratos
como de las soliitiones; por consiguiente, en aquellos casos en los que el
momento de Ia contratación y el de Ia solutio no se encuadraran en el mis-
mo marco territorial, el canon podría caer en escabrosas contradicciones
como consecuencia de una colisión de Derechos.

B) También puede ser interpretado el canon en este sentido: "Lo que
ei Derecho civil del territorio establece sobre los contratos..., y sobre Ia

(48) Tractalus varii, Lugduni, 1678, II, v. CCXLV, p. 275.
(49) /us canonicum universum, Venetlls, 1709, vol. III, p. a68.
(50) Ob. clt., p. 368.
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extinción a las obligaciones (por consiguiente, aun las extracontractua-
les)..."

Este es, a nuestro juicio, el verdadero sentido del canon. Las razone»
que nos mueven a opinar de este modo son las siguientes:

o) Basta, en primer lugar, recordar Io que anteriormente exponíamos,
tratando del sentido del término solutio en Derecho romano y en Ia doc-
trina de los canonistas clásicos. En el Codex no encontramos una noción
legal que aclare el sentido de esta palabra, y debemos superar esta difi-
cultad interpretando el canon con criterio canónico.

No es necesario insistir sobre el enorme influjo que el Derecho roma-
no ejerció sobre Ia evolución de las leyes de Ia Iglesia, y es obvio recordar
Ia función que Ia ley romana desempeñó como Derecho supletorio del ca-
nónico (51); máxime en estas materias de Derecho privado, en las que Ia
Iglesia generalmente prefirió no dictar directamente las leyes propias, para
evitar rozamientos con el Derecho secular. La homogeneidad de lengua
existente en los textos jurídicos romanos y canónicos hace que Ia iníluen-
cia del Derecho romano se acentúe particularmente en el aspecto termi-
nológico de las leyes de Ia Iglesia. De otra parte, que Ia ley romana no se
dejó de considerar en Ia redacción del Código nos Io pone de manifiesto
eI caluroso elogio que el Pontífice BENEDICTO XIV Ie dedica en Ia Cons-
titución Providentissima Mater: "Ipsum quoque Romanum ius (insigne
veteris sapientiae monumentum, quod ratio scripta est mérito nuncupa-
tum..."

Por otra parte, el término solutio, como nos consta al examinar Ia
doctrina de los clásicos, tuvo en el "ius vetus" idéntico valor que en el
Derecho romano, y el mismo continúa teniendo en el actual cuerpo 'legal
de Ia Iglesia.

b) La redacción del canon sólo admite esta interpretación. El legis-
lador nos habla "de contractibus... et de solutionibus"; por consiguien-
te, coordina dos términos diversos, y en modo alguno se desprende del tex-
to, que se refiere exclusivamente a las solutiones, que rompen el v'mcti!o
obligacionaI originado por los contratos.

Es necesario reconocer que el texto adolece de evidentes imperfeccio-
nes y no se caracteriza por su precisión técnica. El hecho de poner en se-
gundo lugar un término de sentido más amplio que el primero enturbia Ia
claridad de exposición, y se complica todavía más Ia letra del canon al
coordinar el legislador dos palabras que encierran conceptos de diversa na-

(01) FUENMAYOH: Ob. Cit., pp. 262 y SS.
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turaleza jurídica; en efecto, el término contractus se refiere propiamente
al negocio jurídico que origina una relación obligacional; por el contrario,
el término solutio indica propiamente Ia extinción de este vínculo.

Estas imperfecciones no constituyen, sin embargo, un grave obstácu-
lo para Ia recta inteligencia del texto. El legislador cita expresamente los
contratos, aun cuando podían quedar comprendidos, en Io que se refiere a
Ia disolución del vínculo, bajo el término solutio, por ser estos negocios
jurídicos los prototipos entre las fuentes de las obligaciones. Este modo
de proceder es frecuentísimo en los códigos de Derecho civil; recuérdese,
por ejemplo, el título del libro IV del español: "De las obligaciones Y) de
los contratos". Ejemplos semejantes encontramos en los Códigos del Ecua-
dor y de Chile (libro IV), en el italiano de 1865 (libro IV, título III), en
el francés (libro III, título III), etc.

Tampoco constituye un obstáculo insuperable el hecho de que, aun sien-
do Ia palabra obligatio técnica en el Codex (can. 33, § 2), el legislador
emplea el término solutio, aun cuando su propia significación sea Ia de
indicar un acto que implica Ia disolución de los vínculos obligacionales.
El legislador remite a Ia legislación civil sobre obligaciones en general,
pues es absolutamente lógico pensar que en un ordenamiento jurídico s«
regule Ia extinción de obligaciones cuya existencia desconoce.

4) Resumiendo todo Io anteriormente expuesto, estimamos que el ca-
non 1.^29 remite al Derecho civil de obligaciones vigente en el territorio.
En este sentido ha sido aplicado el canon por el tribunal de Ia Sagrad»
Romana Rota; citamos algunos párrafos de dos sentencias, que por su
claridad hacen inútil todo comentario:

"Sed praeter hanc responsabilitatem quae contractualis est, conside-
randa venit quoque responsabilitas extracontractualis seu aquiliana quae
nempe non ex contractus sed ex facto illicito oritur. Constat enim non so-
lus contractus esse 'fontes obligationis, sed et quasi contractus et delicta
sive ex dolo sive ex culpa, atque etiam legem, prout iure romano et cano-
nico traditum est vigentes iuris normae confirmant.

De eiusmodi obligationibus Codex expresse non loquitur, sed ea certe
romprendit norma illa qua dicitur... (cita el can. 1.529)".

"Iam vero prout rite notarunt apellati Patres nomina solutionum
(cfr. can. 1.529) veniunt obligationes quomodocumque susceptae" (52).

"Quae autem hac de materia ius civile statuit in foro ecclesiastico ser-
vanda sunt, ad normam can. 1.529 qui praescribit ius civile (nisi iuri di-

(52) Seaiencia del 26-Vl-)937 coram lullien.
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vino contraria sint vel aliud iure canonico caveatur) non tantummodo de
contractibus verum etiam de solutionibus. Per solutionem vero intelligitur
non solum numeratio pecuniae, seu praestatio aliqua sed omnis satisfactio
pro omni obligationc sivc per utroncam promissione sive alio quoz>is modo
contracta (Reiffenstuel, iib. III, tit. XXIII, de solutionibus, n. 2). Iam
vero Le obligazioni derivano dalla legge, da contratto o quasi-contratto,
àelitto o qunsi-delitto (Cod. civ. ital., art. 1.097) ex culpa..." (53).

VII. El canon 1.529 en cl espacio

i) Hemos llamado Ia atención sobre el contraste existente entre las
leyes de Ia Iglesia y las estatales con relación al espacio; contra el carácter
nniversal del Derecho canónico, el ámbito de vigencia del Derecho civil
de cada nación se encuentra limitado por fronteras.

El canon 1.529 remite al Derecho civil in territorio; es, por consiguien-
te, evidente Ia diferencia entre el campo de aplicación de Ia norma cano-
nizante y el de las canonizadas. El canon 1.529 vige en toda Ia Iglesia
Latina (can. i ) ; las normas civiles, a que se remite, vigen en un determi-
nado territorio, que se concreta generalmente en los límites de un Estado.
Se debe tener en cuenta, sin embargo, que ni las leyes civiles ni las canó-
nicas son absolutamente territoriales.

Determinar a qué normas estatales se refiere el legislador cuando dice
"quae ius civile in territorio statuit" es un problema cuya dificultad no se
oculta a Ia doctrina. Ya FALCO (54) llamó Ia atención sobre esta dificul-
fad interpretativa, y, más recientemente, FuENMAYOR insiste sobre el pro-
blema cuando escribe: "Pues si terminológicamente peca por exceso fet
canon 1.529), se comporta con demasiado laconismo en el aspecto norma-
tivo, pues nos remite a Ia ley civil del territorio sin determinar cuál sea Ia
aplicable en caso de colisión de varios ordenamientos estatales" (55).
Pcro ni uno ni otro se detienen a examinar el problema que señalan, limi-
tándose a subrayar su dificultad.

Con más profundidad examina el problema CiPROTXi (56), cuando Io
estudia, más que respecto al canon que nos ocupa, examinando en general
el fenómeno de Ia canonización. El canonista italiano, siguiendo el siste-
ma de su interesante monografía, nos habla de cómo el legislador carió-
nico, al remitir Ia regulación de una serie de hechos jurídicos a rin orde-

f53) Sentencia del 30-V-193Q coram GrazioU.
(54) ¡ntroduztone allo studio del "Codex Iuris Cannnici", Torlno, 19Î5, p. 91.
(55) Ob. cIt., p. 274.
(5Í) Ob. clt., pp. 65 y SS.
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namiento civii, elige un determinado ordenamiento jurídico, que tiene al-
gún punto de contacto con los hechos jurídicos que deben regalarse. El
criterio de apreciación de este contacto es diverso en las varias remisio-
nes que el Codex opera y su elección se funda principalmente en Ia volun-
tad del legislador. El legislador canónico, en cada norma de remisión "in-
<lica el elemento de contacto, que quiere tomar como criterio de indivi-
dualización del ordenamiento jurídico, del que deben tomarse las normas
reguladoras" (57); de aquí se desprende claramente Ia importancia que
tiene, para Ia aplicación del canon, Ia recta interpretación de este criterio
de elección. CiPROrxi examina a continuación una serie de interesantes
problemas en torno a estos criterios y distingue en las normas canonizan-
tes del Derecho vigente criterios jurídicos y de hecho.

El citado autor se enfrenta accidentalmente con Ia exégesis del ca-
non 1.529 en este punto, a propósito de Ia mayor o menor dificultad qua
los diversos cánones que operan remisiones presentan a este respecto. Por
Io que se refiere a los contratos, remitiría a las leyes del lugar en que se
concluye el contrato, pero respecto de las solutioncs dice "que en vano se
intentaría comprender a qué ley civil se remite".

2) Según Ia terminología del citado canonista, estamos ante una nor-
ma en Ia que el legislador, para identificar el ordenamiento civil a que se
debe acudir en cada caso, toma como punto de referencia un hecho jurí-
dico cuya determinación no depende de un actuar de Ia voluntad privada
o de un evento natural, sino de Ia apreciación de una terminología jurt-
dica. En efecto, se trata de determinar el valor que el término territorium
tiene, en función con contractus et solutiones, en Ia terminología del Có-
digo.

A nuestro juicio, el legislador entiende en este canon por territoriuii|
un lugar geográfico sometido a las mismas leyes civiles; Ia diferencia en-
tre un territorio y otro estribaría en Ia diversidad de las leyes civiles qud
regulan su vida jurídica. Generalmente, coincidirá con el territorio de una
nación, pero pueden darse, y se dan de hecho, excepciones.

Ahora bien, si el punto de contacto entre los hechos jurídicos que de-
ben ser regulados por las normas canonizadas, y el ordenamiento civil al
que se remite, es el territorio, es necesario determinar qué momento de Ia
vida jurídica de los negocios regulados es el que debe ser vinculado aI
territorio para que sea aplicada Ia ley civil en él vigente. No es necesario
insistir sobre Ia importancia práctica de este problema; téngase en cuenta

(57) Ob. cit., pp. 6C y ss.
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que un mismo contrato puede concluirse en un lugar, cumpliéndose, en
cambio, en otro, en el que vijan otras leyes civiles, las ,obligaciones que de
«ste negocio jurídico nacen.

Por Io que a los contratos se refiere, estimamos que deben ser aplica-
das las normas de Derecho estatal del lugar en que el contrato se concluye.
Se ha hecho clásica entre Ios canonistas aquella vieja definición de con-
trato: "duorum vel plurium in idem placiturn consensus". Verdaderamen-
te, es el acuerdo de voluntades el momento central de Ia vida del contrato ;
por consiguiente, entendemos concluido el contrato cuando ha llegado a su
perfección el "consensus", teniendo en cuenta las formalidades, cuando se
trata de contratos solemnes, que el Derecho civil del territorio exija para
Ia validez del negocio.

Respecto a las obligaciones extracontractuales, creemos que deben apli-
carse, en virtud del canon 1.529, las leyes estatales que vigen en el territo-
rio en el cual tiene lugar el hecho jurídico que ocasiona el vínculo obli-
gacional.

Estas reglas son las aplicables, a nuestro parecer, en Ia mayoría de los
casos ; pero es también admisible Ia hipótesis de que respecto de algún con-
trato en concreto u otro vínculo obligacional fuese otro el momento de su
vida jurídica que deba tomarse como criterio de referencia; si se lle-
gase a una conclusión semejante, interpretando el canon en este sentido,
no tendríamos ningún reparo en admitirla.

3) Estos criterios no pueden ser tomados, por consiguiente, con ex-
cesiva rigidez. Habrá casos en los que su aplicación no traerá consigo di-
ficultad alguna, pero en otros, en los que puede haber una al menos apa-
rente colisión de ordenamientos estatales, Ia aplicación rigurosa del crite-
rio territorial puede llevarnos a una oposición radical a Ia voluntad del
legislador estatal, que es precisamente Io contrario de Io que con Ia "ca-
nonización" se pretende.

Advierte DE LucA (58) que el legislador canónico no ha querido ope-
rar una Sachnormverweisimg (reenvío a las disposiciones materiales), sino
una Gesamtverwcisung (reenvío a todo el ordenamiento jurídico). En efec-
to, es Ia intención del legislador eclesiástico que se aplique Ia legislación
estatal iisdem cum effectibus; por consiguiente, pretende que el juez de
Ia Iglesia aplique las mismas normas que, en caso de tratarse de un litigio
de competencia del Estado, hubiera aplicado el juez estatal; esto no se

(58) Ob. Cit.. p. 244.
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conseguiría en muchas ocasiones si no se entendieran también canonizadas
las normas de Derecho internacional privado.

VIII. El canon i.$s9 y las normas procesales canónicas

i. Los derechos de crédito no son sino una especie de derechos sub*
jetivos, y éstos, a su vez, se pueden definir como "un interés protegido
por un poder de voluntad, o viceversa, un poder de voluntad concedido-
para ia tutela de un interés" (59). Poder de voluntad concedido por et
ordenamiento jurídico, porque nadie puede ejercer un verdadero poder
si no es fundado en el Derecho. Esta consideración es Ia que ha llevado
a CniovENDA a definir el derecho subjetivo como "Ia expectativa de un
bien de Ia vida garantizada por Ia voluntad de Ia ley" (6o).

La ley reconoce al titular de un derecho el disfrute de un bien en unas
determinadas circunstancias y condiciones, y no sólo considera legítimas
sus aspiraciones,1 sino que las hace jurídicamente eficaces. A cada derecho
corresponde un deber positivo o negativo de otros, y este deber es con-
creto y de una o varias personas determinadas en los derechos de crédito.
Su cumplimiento es necesario para que el titular pueda gozar de su dere-
cho, y Ia garantía de Ia ley, de que habla CniovENDA, se actualiza preci-
samente al obligar al deudor a cumplirlo. Pero Ia ley puede obligar de
diversas formas: unas veces, el obligado cumplirá su deber obedeciendo
Ia voluntad de Ia ley, que se expresa simplemente por Ia norma que re-
conoce en el titular un derecho; otras, en cambio, será necesaria Ia ooac-
ción jurídica para constreñir al deudor a cumplirlo, es decir, a dejar de
violar el derecho del acreedor, y en ese caso Ia voluntad de Ia ley se sig-
nifica en normas distintas de las que reconocían simplemente el derecho
del titular. Estas normas son las que autorizan al titular de un derechx>
incumplido a acudir a los órganos judiciales para pedir que cese Ia vio-
lación de su derecho; es decir, "se obtiene Ia realización de aquella vo-
luntad por otra vía; o sea mediante el proceso" (6i).

2) El canon 1.529 nos indica cuáles son las normas de Derecho subs-
tantivo que regulan las obligaciones en el ordenamiento canónico. Estas
normas determinan derechos de crédito, que han de gozar en el orden ju-
rídico de Ia Iglesia de una protección adecuada; en efecto, en el caso de

(59) CARNELUTTi: Diritta c prncessu neíía teoría delle obbligazton1, en "StUdL dl D. P. Ia
onore dl G.- Chiovenda", Padova, 1927, pp. 229-30.

(60) Istituzioni. Napoli, 1947, vol. 1, p.. 1.
(61) CHIOVENDA: Ob. C!t., VOl. I, p. 17.
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que el deudor deje de cumplir con su obligación, el titular de uno de estcs
derechos podrá acudir ai juez eclesiástico para impetrar una protección
eficaz de los bienes jurídicos que, en virtud de su derecho, Ia ley reco-
noce como suyos.

Esta protección procesal se regula mediante Ia aplicación de las nor-
mas contenidas en el libro IV del Codc.v, como claramente se desprende
del texto del canon 1.529. En este canon, expresamente nos pone el le-
gislador de maniíiesto que se deben aplicar las leyes civiles del territorio,
nisi aliud iurc canónico exprcsse caveatur. La existencia de un procedi-
miento propio en el ordenamiento canónico hace que ni siquiera se pueda
pensar en una remisión a las normas civiles de Derecho adjetivo.

Ei alcance del canon 1.529 es claro; se remite al Derecho civil del te-
rritorio para Ia regulación juridica de las obligaciones, pero los derechos
subjetivos que estas normas reconocen se protegerán con arreglo a las le-
yes procesales canónicas.

Hemos de tener en cuenta, sin embargo, que aun cuando exista en todo
ordenamiento jurídico una clara distinción, tanto normativa como doctri-
nal, entre las normas substantivas y las procesales, se da también una re-
lación necesaria entre una y otra clase de normas jurídicas. Estas relacio-
nes entre Ia ley substancial jl Ia procesal pueden encontrar obstácUlos en
el sistema canónico vigente, como consecuencia inevitable de Ia diversidad
de origen, en Io que se refiere a !a elaboración material de estas dos es-
pecies de normas. Los derechos de crédito se configuran por las normas
canonizadas, pero su protección jurídica se regula por normas creadas di-
rectamente por el legislador receptor.

3) Nos llevaría demasiado lejos un análisis detallado de los posibles
problemas que en torno a estas relaciones pudieran presentarse; por eso
nos limitaremos a apuntar algunos detalles, para cerrar de este modo es-
tas deshilvanadas consideraciones sobre el canon 1.529.

Se vienen denominando contratos solemnes aquellos para cuya validez
Ia ley exige Ia observancia de unas determinadas formalidades; un ejem-
plo clásico de este tipo de contratos Io constituyen aquellos para los cuales
Ia ley civil exige "ad validitatem" que Ia manifestación de voluntad de las
partes se recoja en una escritura pública. La confección de esta escritura
es un elemento esencial del contrato, de tal manera que sin ella no existe
para el Derecho positivo. Pero este documento no sólo cumple una fun-
ción substantiva, sino que al mismo tiempo tiene una notable relevancia
procesal, ya que en el caso de que surja un litigio sobre el valor de esté

— 129 -

DERECHO CANÓNICO.—VOL. VlI.—NUM. 19 9

Universidad Pontificia de Salamanca



PEDRO LOMBARDIA

negocio jurídico, Ia escritura será un medio de prueba fundamental para
el proceso.

PENDOLA ha estudiado recientemente en un artículo (62) Ia jurispru-
dencia rotal y Ia doctrina de los autores, en torno al problema que plan-
tean el artículo 1.341 del Código civil francés y el 2.721 del italiano, en
relación con el canon 1.754 del Codex Inris Canonici. En el citado canon
se establece este principio: "probatio per testes in quibuslibet causis ad-
mittitur" ; por el contrario, en los códigos civiles a que antes aludíamos
se excluye Ia prueba testifical en las causas cuyo mérito estriba funda-
mentalmente en el valor de algunos contratos 'formales. El ilustre cano-
nista llega a ia conclusión de que es Ia norma canónica Ia que debe pre-
valecer en caso de conflicto con aquellas normas civiles, y el juez eclesiás-
tico debe admitir, por consiguiente, Ia prueba testifical.

Dejando aparte algunas cuestiones de detalle, no tenemos ningún re-
paro en aceptar Ia sentencia de PÉNDOLA, siempre que se valorice ade-
cuadamente el valor que Ia prueba testifical puede tener en las causas de
que venimos tratando. En realidad, los testigos pueden ser admitidos en
el proceso y el juez puede atender sus deposiciones; pero no es inenos
cierto que si Ia ley civil exige Ia existencia de un documento para Ia va-
lidez de un contrato, este contrato es inválido para el Derecho canónico, en
virtud del canon 1.529.

4) Otro problema no menos interesante que el anterior es el que plan-
tean ias llamadas obligaciones naturales, cuya naturaleza constituye, a pe-
sar de Ia extensa bibliografía (63) que en torno a ellas ha suscitado Ia
doctrina, un enigma casi inentrañable para Ia ciencia jurídica. Estas obliga-
ciones se caracterizan porque el legislador, si bien reconoce su existencia,
no concede una acción para exigir su cumplimiento, limitándose a pro-
tegerias con Ia "solutio retentio" de Io que en atención a ellas se ha pres-
tado. En un hecho de dominio común, de otra parte, cómo estas obliga-
ciones se admiten en los ordenamientos positivos modernos. "Iura sine
actionibus — escribe RoBERTi (64) — constituerunt obligationes naturales
romanae (65) et constituunt hodiernae naturales obligationes. Cum leges

(62) Df probaHon(b'is ín iudiclo ecclfstastico circa contraclvs fiirfs civilts, on "Monitor
EcelesiastlcLis", 1940, p. 178.

(63) Abundante bibliografía en PACCHiom: Trattato <lclle obbUrjazoni, Introduzione, To-
rino, 1927, pp. 137 y ss.; y más moderna en Mom-CECCHUcci: Appunti sulle obbligazioni natu-
rali, Milano, 1947.

(fi4) Ob. clt.. vol. I. p. 50.
(65) Ha lnd:caclo, por el contrario PACCHiONi (1. clt .), que, rrara el Derecho romano

cl4slco, el termino obHgatio nahtraIis lndlcaba una obligación provista de acción, pero que
tn vez de estar rundada en cl ius civtle se rundaba en el ius gentlum, que los clasU:os, como
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merito aut in merito (ex. gr. lege's inicuae seu iniustae) denegant iurid,i-
cam protectionem."

El canon 1.667 establece un principio general, según el cual todo de-
recho se protege, en el ordenamiento canónico, por una acción "nisi aliud
expresse cantum sit". Ei legislador indicará al.determinar el derecho, en
Jas leyes substantivas, que aquél no está protegido por una acción. Un
ejemplo de esta clase de derechos nos Io ofrece el canon 1.017, § 3.

En el caso de las obligaciones naturales, también indica el legislador
expresamente que su cumplimiento no será exigido judicialmente, al re-
mitir, en virtud del canon 1.529, a las leyes civiles en las que Ia acción
se deniega. Advierte, sin embargo, RoBERTi, como ya anteriormente po-
níamos de relieve, que las leyes civiles deniegan Ia acción para exigir el
cumplimiento de las obligaciones naturales "mérito vel immerito" y nos
habla, a título de ejemplo, de leyes inicuas o injustas. Este ilustre cano-
nista no es más explícito al exponer esta idea, a nuestro parecer intere-
santísima para el problema de que venimos tratando. Las leyes injustas
son necesariamente opuestas al Derecho divino natural y, por consiguien-
te, el legislador eclesiástico no remitiría a ellas, si tenemos presentes las
limitaciones que a !a canonización operada por el canon 1.529 se ponen.
Pero no es menos cierto que difícilmente se demostraría que Ia ley civil
sea injusta al no proteger un derecho por medio de una acción, y en los
ordenamientos civiles vigentes no hemos encontrado ningún ejemplo en
el que Ia actitud del legislador ante las obligaciones naturales sea de por
sí inicua e injusta. Pero si Ia hipótesis que RoBERTi plantea correspon-
diera en algún caso concreto a Ia realidad, el problema sería todavía más
difícil.

Si Ia ley civil denegara Ia acción para proteger un derecho fundamen-
tal, de tai manera que Ia falta de protección judicial constituyese una in-
justicia, esta ieyi civil no sería una norma "canonizada", y, por consi-
guiente, en el ordenamiento canónico existiría una laguna, superable sc-
lamenle a tenor del canon 20.

No estimamos admisible Ia hipótesis de que Ia ley civil se apiique en
cuanto configura el derecho, pero no en cuanto niegue Ia acción. Acción

ha puesto de relieve PEROzzi (istituzioni, vol. I, p. 66, n. 2), Identificaban con el ius naturale.
Los Juristas clasicos, cuando hablaban de obligaciones desprovistas de acción, usaban el tér-
mino técnico -euííuai y los lugares de Ia recopilación just:nianea en que se usa Ia expresión
Qbligatio natwaUs. para indicar el deMturn de Ia terminología clasica, estan todos interpo-
lados. Esta expresión obligatía naturalis, para lndlcar obligaciones desprovistas de acción, ea
exclusivamente jiistlninnea. Cfr., tPmJ>:6n, PACCHiONi: "L'obllgattn naturalis" nel Dirtlto To-
mano classico e ncl Diritto u<lieriio, en "niv. di Dir!tto Clvlle", XVII, fasc.- 1.
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y derecho, aun cuando son conceptos distintos (66), están íntimamente
relacionados, y el separar el derecho de Ia protección judicial que Ia ley
Ie concede seria desfigurar el derecho mismo y Ia voluntad del legislador
"canonizante".

IX. Conclusiones

Hemos tratado hasta aquí algunos aspectos del canon 1.529 como nor-
ma de Derecho substantivo, intentando dar una visión general de Ia mis-
ma y deteniéndonos en algunos problemas dignos de particular examen.

No debemos pasar por alto, sin embargo, una advertencia de capita*
importancia: el canon 1.529 es una norma de Derecho canónico y, como
tal, participa de las peculiarísimas características que orientan todo el
ordenamiento de Ia Iglesia (67). El espíritu canónico debe inspirar todas
las decisiones del juez eclesiástico, que no se debe ligar a las normas ca-
nonizadas de tal manera "ut cancellos civilis legis egrecli nunquam va-
leat" (68).

Sus fallos, por el contrario, no podrán jamás dejar aparte esa equi-
dad canónica, que es como el nervio del ordenamiento de Ia Iglesia. Re-
cientemente, SAUAZAR (69), a propósito de Ia aplicación del canon 1.520,
ha recordado aquellas palabras del Digesto que siempre deben inspirar las
decisiones judiciales: "In omnibus qu>idem, máxime tamen in iure, aequi-
tas expectanda sit" (70).

PEDRo LOMBARDIA

(66) r.fr., entre <otros, HuíiERTí: De rtuli rf/s.'i/uinir i/i/cr u<-ti'>neiii <'t in* stTuiiflunt systc-
ma processuale canonico, cn "ApolUnarIs", 1934, p. 10.

(67) Fi)ENMAYOR: Ob. Clt., pp. S 7 S y SS.
(68) Semencia de Ui S. R. Rota coram I>arriUu, vol. XIX. \i. íV¡.
(C9) Ob. cit., p. 1.208.
(70) D. 50, 17, 90.
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